TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL FAMILIA 
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, diez de agosto de dos mil nueve
Acta No. 371 del 10 de agosto de 2009

Radicación 66001-31-03-001-2004-00217-01
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación que interpusieron las partes en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil extracontractual promovido por Luis Fernando Bonilla Arroyave contra Alejandro Mejía Ángel y la sociedad Liberty Seguros S.A., en el que hubo demanda de mutua petición, respecto de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 7 de febrero de 2008.

I        P R E T E N S I O N E S 

Solicito el actor en la demanda principal se declare a los demandados responsables civil y solidariamente de los perjuicios que le causaron  al vehículo de placas PEO 297 y se les condene a pagar las siguientes sumas de dinero:

1.- $27.779.797 por los daños causados al automotor.

2.- $7.146.072 por concepto de lucro cesante, causados a la fecha de presentación de la demanda.

3.- $7.146.072 por el mismo concepto anterior.
4.- Por las sumas de dinero que se generen a partir del 28 de octubre de 2004, por idéntico rubro.

Además solicitó que los demandados fueran condenados a pagar las costas causadas.

II         H E C H O S 
La parte actora invoca como fundamentos de la causa petendi los que a continuación se sintetizan:

1. El 13 de junio de 2004 el señor César Augusto Melo Rivera conducía el vehículo de placas PEO 297, de propiedad del demandante, en compañía de la señora María del Pilar Agudelo y cuando se desplazaban por el carril izquierdo de la Avenida 30 de Agosto de Pereira, a la entrada del barrio Belmonte, fue colisionado por el vehículo de placas PER 782 conducido por el señor Alejandro Mejía Ángel, quien debido al exceso de velocidad no tuvo tiempo para detener la marcha y lo golpeó en la parte derecha trasera, enviándolo al carril contrario.

2. Con motivo del actuar imprudente del demandado se causaron al vehículo del demandante daños que requieren el reemplazo de varias piezas, las que describe y que según cotización expedida por Chevrolet Caminos, tienen un valor de $18.339.797; además de la mano de obra en lámina de otros elementos por valor de $2.000.000; pintura por valor de $1.800.000 y otros accesorios especiales, que también señala, por $840.000.

3. Desde el día del accidente el vehículo ha permanecido inmovilizado porque el demandante no ha contado con recursos para repararlo; no ha podido utilizarlo como medio de transporte de los ingenieros de la firma C.I. A.D.COM S.A., con la que había celebrado contrato para ese fin, percibiendo ingresos mensuales de $1.600.000; la misma suma la percibía con ocasión del contrato de transporte que tenía suscrito con la empresa EGAL Ltda.

4. El demandado obró con culpa al conducir a exceso de velocidad, sin observar las debidas precauciones, sin emplear la diligencia y cuidado que se exige en esta clase de situaciones y/o acatar las señales de peligro reglamentarias existentes y no previó los efectos dañinos de su omisión.

5. El vehículo de propiedad del citado señor estaba amparado por la póliza de seguro de responsabilidad civil extracontractual No. 1219219 expedida por la sociedad Liberty Seguros S.A.

III      ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Por auto del 9 de diciembre de 2004 el Juzgado Primero  Civil del Circuito de Pereira admitió la demanda y de ella dispuso correr traslado a los demandados por el término de veinte días.

2.- Trabada la relación jurídica procesal ambos demandados, por medio de sus apoderados judiciales, dieron respuesta al libelo. 
2.1. RESPUESTA DE LA SOCIEDAD LIBERTY SEGUROS S.A.

Expresó no constarle los hechos primero a tercero de la demanda, negó el cuarto, aceptó el sexto y sólo parcialmente el quinto. Se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo propuso las que denominó “Culpa exclusiva del conductor del vehículo del demandante en la colisión”, “Elevación del Riesgo por el Demandante”, “Inexistencia de la obligación de reparar los daños no causados”, “Inexistencia de los perjuicios”, “Cobro de lo no debido”, “Intento de enriquecimiento sin causa”, “Culpa de la auto-víctima en la extensión del Lucro Cesante y Ocurrencia del Suceso”, “Lucro Compensatorio por el daño”, “Exclusión del Lucro Cesante en el contrato de seguro”, “Límite asegurado y deducible”, “Inexistencia de Solidaridad entre asegurado y aseguradora para con la víctima” y “Excepción Genérica”.
2.1.2. LLAMAMIENTO EN GARANTIA

Llamó al señor César Augusto Melo Rivera para que en su condición de autor de los daños, se le declare civilmente responsable de los que sufrió el patrimonio del demandante y se le condene a indemnizarlos, así como los que se causen a los demandados y para que asuma el valor de las costas del proceso.
Como fundamento de esas pretensiones dijo, en síntesis, que el accidente al que se refieren los hechos de la demanda ocurrió por culpa exclusiva del llamado, quien para entonces conducía el vehículo de propiedad del actor.

RESPUESTA DEL LLAMADO EN GARANTIA
Por conducto del apoderado en amparo de pobreza que con tal fin se le designó, negó en su mayoría los  hechos de la demanda y remitió a prueba los demás y en cuanto a las pretensiones expresó atenerse a lo que resulte probado.

2.1.3 DEMANDA DE RECONVENCIÓN

Solicita se declare que el demandante, como guardián del vehículo de placas PEO 297, es civilmente responsable de los daños y perjuicios causados al patrimonio económico de la aseguradora Liberty Seguros S.A., con ocasión del accidente en el que resultó averiado el vehículo de placas PER 782 y en consecuencia, se le condene a pagar los costos cubiertos  en cumplimiento del contrato de seguro y con los cuales indemnizó al señor Alejandro Mejía Ángel, que equivalen a $2.381.502, la que deberá reconocerse debidamente indexada y con sus intereses legales. Pidió además se condenara al demandado a pagar las costas causadas.
Como fundamento de esas pretensiones dijo que el 13 de junio de 2004, el señor César Augusto Melo Rivera conducía el vehículo de placas PEO 297, de propiedad del demandante y saliendo del motel “Cabañas del Otún” ingresó sorpresivamente sobre la avenida interceptando la trayectoria del vehículo de placas PER 782, que circulaba adecuadamente por el carril izquierdo, sin que el conductor hubiese tenido el tiempo suficiente para evadirlo y lo impactó levemente; el accidente ocurrió por culpa exclusiva del señor César Augusto Melo Rivera y en el proceso principal el propietario del vehículo que éste conducía demandó a la sociedad que representa para que le indemnice los perjuicios causados.

Agregó que la compañía que representa expidió la póliza de automóviles No. AU-1219219 por cuenta de Alejandro Mejía Ángel para amparar, entre otros riesgos, la pérdida parcial por daños, los que ascendieron a la suma de $2.381.502.
RESPUESTA A LA DEMANDA DE RECONVENCIÓN 
Negó el demandado de mutua petición los hechos sobre los que se edifica la responsabilidad en el accidente del conductor del vehículo de su propiedad; aceptó la existencia de la póliza que asegura el automóvil del señor Mejía Ángel y solicitó se probaran los demás.

2.2. RESPUESTA DEL SEÑOR ALEJANDRO MEJÍA ÁNGEL
Aceptó el hecho sexto de la demanda; negó el cuarto; dijo no constarle el tercero y ser parcialmente ciertos los demás. Se resistió a las súplicas de la demanda y como excepciones de fondo propuso las que llamó “Genérica”, “Al llamamiento en garantía”, “Valor del salvamento”, “Valor neto del lucro cesante” y “Propio riesgo del demandante”.

2.2.2. LLAMAMIENTO EN GARANTÍA

Solicitó citar al señor César Augusto Melo Rivera, para que en su condición de conductor del vehículo con el que se causaron los daños, se le declare civilmente responsable de los perjuicios materiales que le causó y se le condene a pagar las sumas de dinero que como indemnización reclama el señor Luis Fernando Bonilla Arroyave.

Para fundamentar esas pretensiones expresó, en resumen,  que el accidente al que se refieren los hechos de la demanda ocurrió por culpa exclusiva del llamado, quien para entonces conducía el vehículo de propiedad del actor; que fueron su impericia, la falta de vigilancia y cuidado y su estado de somnolencia los que dieron lugar a la colisión y como consecuencia de tal hecho se vio perjudicado al tener que afectar la póliza de su carro y pagar el deducible que consistió en $358.000 y además se prevé que va a resultar afectada en el futuro, toda vez que ese hecho configura un mayor cobro para la aseguradora.

RESPUESTA DEL LLAMADO EN GARANTIA

Por medio del abogado que lo representa en amparo de pobreza  negó los fundamentos de hecho relacionados con la responsabilidad que se le endilga y solicitó se probarán los demás. A las pretensiones, se opuso.

2.2.3 DEMANDA DE RECONVENCIÓN

Con sustento casi en los mismos hechos en que se fundamentó el llamamiento en garantía, solicitó se declarara al señor Luis Fernando Bonilla Arroyave, en su calidad de propietario  y por ende guardián del vehículo de placas PEO-297, responsable de los daños causados al patrimonio del demandante en reconvención y en consecuencia se le condenara a pagarle la suma de $358.000 por daño emergente consolidado, debidamente indexada, con sus intereses legales y las costas del proceso.

RESPUESTA A LA DEMANDA DE RECONVENCIÓN
Negó los hechos relativos a la responsabilidad  en el accidente del conductor del vehículo de su propiedad y respecto de los demás afirmó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo propuso la genérica y la de culpa exclusiva de la víctima.

3. Se realizó la audiencia que regula el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil sin que se hubiese logrado la conciliación.

4. Luego se decretaron  las pruebas solicitadas y practicadas  en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar. Todas hicieron uso de tal derecho. 

IV     SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

La instancia culminó con sentencia proferida el 7 de febrero de 2008. En ella se declaró probada, de oficio, la excepción de cosa juzgada y en consecuencia se negaron las pretensiones elevadas en la demanda principal y se condenó a los demandantes a pagar las costas causadas a favor de los demandados.

Se negaron también las peticiones de los demandantes en reconvención y los condenó a pagar las costas causadas a favor del demandado.

Consideró el funcionario de primera instancia que tanto el codemandado Alejandro Mejía Ángel como el conductor del vehículo de propiedad del demandante ejercían la misma peligrosa actividad, razón por la cual la presunción de culpa prevista en el artículo 2356 del Código Civil no se presume a cargo del primero y por ende, el actor debe demostrar no solo el daño y el nexo causal, sino también que el hecho ocurrió por negligencia, impericia o imprudencia de aquel.

Pasó luego al análisis de las pruebas recogidas y especialmente de la decisión que en materia penal ordenó la preclusión de la investigación en contra de Mejía Ángel y con fundamento en ella declaró, de oficio, probada la excepción de cosa juzgada. Así entonces negó las pretensiones de la demanda principal.

Al analizar las de la de mutua petición, se remitió a los requisitos que deben acreditarse para la prosperidad de la acción de responsabilidad civil cuando concurre el ejercicio de actividades peligrosas y concluyó que las pruebas incorporadas al proceso no acreditan  que la responsabilidad en el accidente recaiga sobre el demandado en reconvención. Por tal razón también negó las pretensiones que contra él se formularon.
V  IMPUGNACIÓN

Inconformes con el fallo, ambas partes lo apelaron. El demandante en la acción principal sostuvo que la providencia penal no produce efectos de cosa juzgada porque no se ha determinado mediante sentencia, por juez competente, en forma definitiva, que el señor Alejandro Mejía Ángel no fue el responsable de las lesiones que sufrió la señora María del Pilar Agudelo Ochoa, ni de los daños que sufrió el vehículo del actor. También sostuvo que las pruebas practicadas demuestran que la causa eficiente  de la colisión fue el exceso de velocidad en que conducía Mejía Ángel y por tal razón el otro conductor no pudo percatarse de su presencia. Solicita se revoque la sentencia y se acceda a sus pretensiones; en subsidio, se declare que el hecho se produjo en concurrencia de culpas y se condene al citado señor “a pagar el 50% de las pretensiones de la demanda”.

El apoderado de Alejandro Mejía Ángel no estuvo de acuerdo con la valoración probatoria que realizó el juzgado y concluyó que tanto las pruebas incorporadas a la actuación como aquellas que fueron trasladadas del proceso penal, demuestran todos los elementos de la responsabilidad y por ende, la obligación del demandado en reconvención, de indemnizarlo.

El de Seguros Liberty S.A. sostuvo que el juez no se pronunció en relación con las pruebas trasladadas del proceso penal, las que deben ser apreciadas porque en el fue parte el señor  César Augusto Melo, llamado en garantía, a quien adjudica la responsabilidad en el accidente al ingresar de manera apresurada y exaltada a la vía por la que circulaba el señor Alejandro Mejía Ángel, razón por la cual la Fiscalía precluyó la investigación contra éste y acusó al primero. Transcribe apartes del fallo y de la prueba pericial. Luego sostiene que el vehículo del actor, destinado al servicio público, estaba siendo usado para fines diferentes y en tal forma se elevó el riesgo al utilizarse por una persona que no estaba en condiciones físico síquicas. Solicita que con fundamento en las pruebas practicadas se condene a su demandado en reconvención.
VI CONSIDERACIONES

1.- PRESUPUESTOS PROCESALES

Los necesarios para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2.- DE LA LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA

Todas las partes lo están.

El actor en la demanda principal, en su calidad de propietario del vehículo de placas PEO-297, hecho acreditado con el certificado de tradición aportado con la demanda
, expedido por el Instituto Municipal de Tránsito y Transportes de Pereira. 
El demandado Alejandro Mejía Ángel con esa misma calidad respecto del vehículo de placas PER-782, de acuerdo con la certificación expedida por la misma entidad
 y quien además lo conducía el día del accidente.

La sociedad Liberty Seguros S.A. está autorizada para intervenir de acuerdo con el contrato de seguro por responsabilidad civil extracontractual que suscribió y que protege los perjuicios causados con el vehículo de propiedad del señor Alejandro Mejía Ángel, asunto que no ha sido objeto de controversia y que han aceptado todas las partes en el proceso. Por lo tanto, acaecido el siniestro objeto de amparo, surgió para la víctima, por mandato del artículo 1133 del Código de Comercio la acción directa contra la compañía de seguros. En consecuencia, está facultado el demandante para reclamarle la indemnización de los perjuicios experimentados por ser el beneficiario del seguro, de conformidad con el artículo 1127 de la misma obra. 
3.- EFECTOS QUE PRODUCE LA PROVIDENCIA QUE EN MATERIA PENAL ORDENÓ PRECLUIR LA INVESTIGACIÓN EN CONTRA DEL SEÑOR ALEJANDRO MEJÍA ÁNGEL

La Fiscalía Cinco Delegada ante los Juzgados Penales Municipales de Pereira, mediante proveído del 23 de noviembre de 2005, decidió acusar en juicio al señor César Augusto Melo Rivera como presunto autor de la conducta punible de lesiones personales culposas, en la que resultó ofendida la señora María del Pilar Agudelo Ochoa  y ordenó la preclusión de la investigación a favor de Alejandro Mejía Ángel. (Folios 133 a 143, cuaderno No. 6)

En esa providencia, después de analizar las pruebas recogidas, consideró el Fiscal que el exceso de velocidad en que se movilizaba el señor Mejía Ángel “en  ningún momento influyó necesariamente en el resultado conocido, pues si bien es cierto ha quedado establecido con las pruebas obrantes en el proceso, en especial con el dictamen rendido por la física forense del Instituto de Medicina Legal y la certificación expedida por el Instituto de Tránsito y Transporte en cuanto que por dicha vía se debe conducir a 50 kilómetros por hora, aquel transitaba con exceso de velocidad, la causa determinante del accidente conforme a la prueba obrante es la inobservancia  por parte del señor Melo Rivera de no hacer el respectivo PARE señalizado en legal forma antes de la intersección de las calzadas, así como no tomar las debidas precauciones para poder girar en esa intersección, tal como lo preceptúa el artículo 66 del Código Nacional de Tránsito y Transporte”.

Se expresó además que como el señor Mejía Ángel transitaba por una vía despejada “por las tempranas horas de la mañana de ocurrencia del accidente… debió ser visto por el señor Melo Rivera desde el mismo momento en que salió del motel pluricitado, se repite por al escasez de tráfico que haría más perceptible el ruido que genera ese exceso de velocidad, sin que le fuera permitido maniobrar en la forma como lo hizo, sino que por el contrario debía esperar  hasta tanto le fuera permitido alcanzar el carril izquierdo que dice ocupó”.

También se indicó: “… el exceso de velocidad poco o nada influyó en  el resultado conocido, teniendo en cuenta que el origen principal del accidente conforme a la prueba allegada, lo fue la imprudencia que tuvo el señor Melo Rivera…”  y posteriormente: ”…Hay circunstancias que se pueden prever para no contribuir a hechos como el que nos ocupa, pero como pedirle al señor Alejandro Mejía Ángel, quien se desplazaba en su vehículo a tempranas horas de la madrugada, que tenía la prelación sobre la vía, que vio un vehículo salir de la intersección, se percatara que el conductor del microbús no iba a observar el cuidado debido para tomar la vía principal”
Y así concluyó que se encontraban satisfechos los presupuestos para acusar en juicio criminal al señor Melo Rivera y para precluír la instrucción a favor de Alejandro Mejía Ángel.  Esta última determinación la adoptó con fundamento en el artículo 399 del Código de Procedimiento Penal vigente en la época en que ocurrieron los hechos (Ley 600 de 2000), que lo permitía en los mismos eventos previstos en el artículo 39 para dictar cesación de procedimiento, es decir cuando aparezca probado que la conducta no ha existido o que el sindicado no la ha cometido.

Para determinar la autoridad de la cosa juzgada penal absolutoria sobre la civil, como lo ha reiterado en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia, es necesario que el pronunciamiento penal, en cuanto absuelve al procesado por una causal de inculpabilidad, sea cierto en el sentido de que no cree duda o confusión. No se trata simplemente de trasplantarlo al proceso civil, es menester determinar si el hecho en el que se encuentra el motivo para exonerar de responsabilidad criminal al procesado corresponde en realidad a uno de aquellos que la legislación penal tiene previstos para ello, sin que por ende pueda reconocerse la autoridad de cosa juzgada a decisiones que en materia penal se fundamentan en una de esas causales, pero en las que el juzgador solo se limita a nominarla como tal,  sin que en su esencia los hechos en que la halla probada correspondan a la respectiva figura. Así lo enseña en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia: 

“En este orden de ideas, el examen intrínseco de la resolución absolutoria en materia criminal permite afirmar que su contenido no ofrece certidumbre y firmeza en cuanto a que el sindicado no cometió el hecho, al haber intervenido la culpa de la víctima como causa extraña, en la medida en que no existe plena seguridad de que el presunto giro imprudente de la víctima haya sido el que determinó el fatal resultado, pues, cuando menos, puede decirse que, hasta este momento, los sucesos siguen haciendo parte de un escenario oscuro, ambiguo e indeterminado, a la vez que admiten variadas lecturas e interpretaciones, con lo que, a la luz de la doctrina jurisprudencial vigente, ha de descartarse tajantemente la aplicación de la norma que sujeta el juez civil a lo resuelto dentro de la acción criminal. 

”En efecto, debe tenerse en cuenta cómo esta Corporación, por un lado, ha sido enfática en advertir el celo con que el juez civil debe empeñarse en la verificación de las causales contempladas por la ley procesal penal, al punto de señalar rotundamente que “… si la decisión penal no es lo suficientemente puntual al respecto, la norma comentada rehusa su aplicación …”, como también, por otra parte, ha sostenido que para el reconocimiento de la cosa juzgada criminal absolutoria es absolutamente menester que “… de la decisión penal brote inequívocamente que la absolución descansa en una cualquiera de las causas ya descritas; porque es natural pensar que la preceptiva en cita, atendidos sus peculiares efectos, rechaza su aplicación en aquellos eventos en que, como ocurre a menudo, el pronunciamiento penal se ofrece oscuro, ambiguo y hasta contradictorio. No puede olvidarse, a este propósito, los rasgos prominentes que orientan tan delicado problema, empezando por tener siempre presente que la autoridad de la cosa juzgada penal absolutoria sobre lo civil, no se presenta frente a una decisión cualquiera, pues es forzoso que, con arreglo a un principio admitido por todos, el pronunciamiento penal, amén de necesario, sea cierto, aspecto este último sobre el que aquí se está llamando la atención con el objeto de indicar que tal connotación exige que ese pronunciamiento no puede estar afectado de dubitación o confusión algunas” (G.J. t. CCLXI, Vol. II, pag. 823). 

”Así las cosas, con prescindencia de la posición que el Tribunal asumió en esta materia, es forzoso concluir que la censura no está llamada a abrirse camino, habida cuenta que el fallo penal absolutorio no colma las insoslayables condiciones mínimas que han de verificarse para que vincule a la autoridad civil e impida la iniciación o prosecución de la acción, más aún si, como es sabido, la aplicación de la cosa juzgada basada en una decisión de aquel linaje no puede operar de manera “… automática o ilimitadamente, ni puede conducir a hacer tabla rasa de la función atribuida por la Constitución y la ley mismas a los jueces civiles, para que sean ellos quienes, previa la tramitación del proceso correspondiente, decidan las controversias entre particulares que no están atribuidas a otras autoridades, como son aquellas en que se discute la responsabilidad civil del ‘que ha cometido delito o culpa, que ha inferido daño a otro’ (art. 2341 C.C.) …” (sentencia de 13 de diciembre de 2000, exp. 5468, no publicada aún oficialmente).

En la providencia penal que se arrimó a los autos no señaló el Fiscal de manera concreta la causal en que fundamentaba su decisión de precluír la investigación penal contra el señor Alejandro Mejía Ángel, pero de su lectura se infiere que fue la de no haber sido el sindicado quien cometió el hecho, al adjudicar la responsabilidad en el accidente en forma exclusiva al señor Melo Guevara, aunque en las consideraciones de tal auto se refiere a la conducta en que también incurrió Mejía Ángel al manejar el vehículo en que se desplazaba a exceso de velocidad.
Los argumentos en que se cimentó la decisión penal permiten entonces deducir con seguridad que no se produjo la culpa exclusiva de la víctima como para exonerar de responsabilidad al señor Mejía Ángel. Por el contrario, el mismo Fiscal se refiere a la conducta culpable, aunque no la califique como tal, en que el citado señor incurrió al conducir a exceso de velocidad y en esas condiciones, a juicio de la Sala, no se perfeccionó la causa extraña como eximente de responsabilidad, pues otros tal vez hubiesen sido los resultados si él también hubiese respetado los reglamentos.

Puede entonces decirse que el pronunciamiento penal, además que  no contiene expresión segura, manifiesta e indubitable respecto a la denominación de la figura que emplea para precluir la investigación, se fundamenta en la culpa exclusiva del conductor del vehículo de propiedad del demandante al aducir que no cumplió las normas en materia de tránsito, pero surge la incertidumbre en la denominación porque en la misma providencia se hace mención a la conducta culposa del conductor del otro vehículo, quien se desplazaba a exceso de velocidad, lo que impedía concluir que del delito se investigaba con motivo del accidente sólo el señor Melo Rivera es  responsable.

La providencia entonces se ofrece oscura y ambigua en relación con la calificación de la conducta que autorizaba al respectivo funcionario precluir la investigación y evidencia que los dos protagonistas del accidente incurrieron en comportamiento culposa.  Por tanto, de esa decisión penal no brota de manera inequívoca que se hubiese perfeccionado alguna de las conductas previstas en el artículo 399 atrás citado para que precluyera la investigación penal adelantada contra Mejía Ángel.

Establecido entonces que la absolución penal no tiene incidencia en la competencia de la justicia civil para juzgar el mismo evento, se procede a continuación a analizar las inconformidades que contra la sentencia de primera instancia cada parte señaló al sustentar el recurso de apelación.
4.- DE LA RESPONSABILIDAD

Antes que otra cosa, importa destacar que en esta especie litigiosa hubo colisión de dos actividades peligrosas y que además de la demanda principal, cada demandado formuló la de reconvención. Es decir, cada parte adjudica a la otra la responsabilidad  en la producción del daño.

La responsabilidad que surge de las actividades peligrosas encuentra sustento legal en el artículo  2356 del Código Civil y tratándose de daños causados por la colisión de dos vehículos, tal como lo ha entendido la jurisprudencia nacional, ambas partes se encuentran  bajo la presunción de culpa
: 
“Al respecto débese comenzar por puntualizar que semejante razonamiento del fallador no se acompasa con el sentir de la jurisprudencia de ésta Corporación, la cual ha precisado que la referida aniquilación de presunciones derivada de la concurrencia de actividades peligrosas “… no puede formularse en los términos tan genéricos e indiscriminados en los que se ha venido planteando, toda vez que en lugar de rendir tributo a los imperativos de justicia en los que está inspirada, puede llegar a constituirse en fuente de graves iniquidades, socavando de ese modo los cimientos cardinales de la responsabilidad civil extracontractual; por supuesto que cuando un daño se produce por la concurrencia de sendas actividades peligrosas (la de la víctima y la del agente), en lugar de colegir maquinalmente la aniquilación de la presunción de culpa que favorece al damnificado, el juez deberá establecer si realmente a ella hay lugar en ese caso concreto, juicio para cuya elaboración deberá tomar en consideración la peligrosidad de ambas, la incidencia de cada una en el percance o la virtualidad dañina de la una frente a la otra. Más exactamente, la aniquilación de la presunción de culpas por concurrencia de actividades peligrosas en la generación de un daño, presupone que el juez advierta, previamente, que en las específicas circunstancias en las que se produjo el accidente, existía cierta equivalencia en la potencialidad dañina de ambas, pues de no darse esa correspondencia, gravitará siempre en favor de la víctima la presunción de que el demandado fue el responsable del perjuicio cuya reparación demanda” (Sentencia del 5 de mayo de 1999. Expediente 4978)...”
Para desvirtuar la presunción de culpa que pesa sobre cada demandado, resultaba menester entonces acreditar la existencia de una causa extraña, lo que en este caso no aconteció y mas bien acreditan las pruebas recogidas que en el actuar de cada conductor hubo cierta falta de diligencia.

En efecto, en la pesquisa de la responsabilidad debe tenerse en cuenta que si el vehículo de propiedad del señor Luís Fernando Bonilla Arroyave resultó impactado por el del señor Alejandro Mejía Ángel mientras trataba de cruzar la intersección existente en la vía,  no pudo ser sino porque el último de esos automotores por ella transitaba y por ende, si quien conducía el primero no lo vio, como lo sostuvo en la indagatoria que rindió en el proceso penal
 fue porque no observó la debida diligencia al realizar el respectivo cruce, toda vez que no se hallaba en curva que le impidiera visualizarlo como lo acredita la copia del croquis que remitió la Oficina de Tránsito y Transportes de Pereira
, lo que traduce una falta de previsión inaceptable porque es la mínima precaución que debe tener un conductor en las condiciones en que se desplazaba quien maniobraba el  vehículo del actor.  Por tal razón no resulta creíble el testimonio de la señora María del Pilar Agudelo
, pasajera en el mismo vehículo, en cuanto dice que tampoco lo vio al momento de hacer el respectivo cruce.

Pero además, el mismo Mejía Ángel reconoció en el interrogatorio absuelto
 que manejaba a exceso de velocidad, al aducir que se desplazaba aproximadamente a 80 kilómetros por hora, aunque de acuerdo con el dictamen pericial practicado en el curso del proceso se estableció que lo hacía entre 87 y 101
, cuando de conformidad con la comunicación que remitió la Oficina Municipal de Tránsito y Transporte de Pereira
, que se incorporó al proceso penal, en ese sector se permite hacerlo a 50 Kilómetros por hora.

En el plenario no existen otras pruebas que permitan establecer las condiciones en que se produjo el accidente, pero esa no puede ser la circunstancia que mengue la fuerza de convicción de las afirmaciones de los directos implicados, las que permiten inferir en cada uno un proceder imprudente frente a las circunstancias en que sucedieron los hechos.

Las conductas de ambos conductores resultan reprochables, sin que pueda inferirse cual de ellas gravitó con mayor fuerza en el accidente, toda vez que éste acaeció a tempranas horas de la mañana, en que el tráfico terrestre no es congestionado, lo que quizás les permitió confiar en la soledad de la carretera, ya que por sus características, ninguno tenía problemas de visibilidad y no existía ningún tipo de obstáculo en la vía.

Sin embargo, el señor Mejía creyó que el conductor del otro vehículo, al que visibilizó, detendría la marcha mientras él continuaba la suya,  pero como ello no sucedió, al decir de Melo, porque no lo vio, continuó haciendo el cruce y así se produjo la colisión. 

En esas condiciones no puede admitirse que porque el señor Mejía Ángel infringía una norma de tránsito, al conducir a una velocidad máxima que la permitida, al otro conductor le asistía el derecho de obrar de manera imprudente al cruzar la vía e invadir el carril que no le correspondía sin percatarse de la presencia de otro vehículo que llevaba la prelación.  Además cada conductor tuvo en sus manos la posibilidad de evitar el riesgo y precaver el resultado dañoso porque si Mejía Ángel no hubiese conducido a exceso de velocidad, al ejecutar la maniobra de frenado tal vez hubiese podido evitar el hecho, pues la marca que dejó al ejecutarla dejó una huella de 50 metros, como lo consigna el dictamen de medicina legal
.

Lo mismo puede decirse en relación con la conducta de Melo Guevara, toda vez que de haber tomado las precauciones que se justificaban al ejecutar la maniobra de cruzar la vía y percatarse en tal forma que por el carril que iba a ingresar se desplazaba otro vehículo que tenía prelación  hubiese detenido la marcha y también el accidente se hubiese podido evitar.

Surge de lo expuesto que ambos conductores confluyeron en la producción del daño, además, tuvieron la posibilidad de evitarlo, sin que pueda determinarse con  seguridad el grado de responsabilidad de cada uno porque tenían la misma percepción de su entorno y en consecuencia, de los acontecimientos que a su alrededor se desarrollaban; además ninguno de los vehículos que participaron en el accidente tenía más potencialidad dañina que el otro.

Resulta claro que los dos conductores contribuyeron de modo eficiente en la generación del daño y la trascendencia de tal hecho aniquila la responsabilidad de quienes participaron en el hecho que causó los perjuicios que cada uno reclama del otro, pues al resultado dañoso  no solo concurrió el comportamiento negligente del demandado en la acción principal, sino también el que desplegó el conductor del vehículo de propiedad del actor. 

Analizada la situación en esa forma, puede entonces concluirse que ante la presencia de dos culpas evidentes, en circunstancias semejantes,  no es posible graduar cuantitativamente la relación de causalidad entre ellas y establecer cuál tuvo mayor incidencia en la producción del daño. 

5. ALEGATOS DE LAS PARTES

Aunque en realidad la providencia penal no produce efectos de cosa juzgada, como lo alegó el demandante en la acción principal, de todos modos sus pretensiones no estaban llamadas a prosperar porque como se ha explicado, el accidente se produjo por el comportamiento culpable de quienes conducían los vehículos involucrados en el hecho y como no fue posible determinar con entera certeza cuál de las dos conductas pesó más a la hora del accidente, tampoco resulta posible reducir la condena en los términos del artículo 2357 del Código Civil, como lo pretende el actor.

Los alegatos de los demandados en la demanda principal hacen referencia a los medios probatorios que consideran acreditan la responsabilidad del demandado en reconvención, pero como ya se ha indicado, esos medios de convicción permiten inferir la conducta culposa de cada uno de los agentes en la producción del daño, sin que por ende, pueda declararse exclusivamente responsabilidad al último e imponerle únicamente a él las condenas que solicitan.   
VII) DECISIÓN

En conclusión, ha de revocarse el fallo impugnado en cuanto declaró, de oficio, probada la excepción de cosa juzgada y se confirmará la decisión de negar todas las pretensiones elevadas.

También se revocará la decisión de imponer condena en costas, toda vez que no han de prosperar la pretensiones del demandante en la acción principal, ni aquellas que contra él formularon los demandantes en reconvención y por esa razón cada parte asumirá las suyas.

Por la misma razón, se abstendrá la Sala de hacer esa especie de condena en esta instancia.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE:

PRIMERO:  CONFIRMAR el numeral tercero de la  sentencia  proferida el 7 de febrero de 2008 por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ordinario sobre responsabilidad civil extracontractual promovido por Luis Fernando Bonilla Arroyave contra Alejandro Mejía Ángel y la sociedad Liberty Seguros S.A., en el que hubo demanda de mutua petición. Los demás numerales se REVOCAN y en consecuencia, no prospera la excepción de cosa juzgada, ni se impone condena en costas a alguna de las partes.

SEGUNDO: Sin costas en esta instancia.
COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE,

LOS MAGISTRADOS, 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO
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